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INFORME DE LA COMISIÓN DEEDUCACIÓN recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 113 de la ley N* 18.768, en lo relativo a los personales académicos y no académicos de las Instituciones de Educación Superior.
=========================================
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Educación tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados señalado en el epígrafe.
El referido proyecto se originó en una Moción de los señores Diputados Baldemar Carrasco Muñoz, Sergio Elgueta Barrientos, Luis Le Blanc Valenzuela, Sergio Ojeda Uribe, José Miguel Ortiz Novoa, Sergio Pizarro Mackay, Víctor Reyes Alvarado, Edmundo Salas de la Fuente y Rodolfo Seguel Molina.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 108 del Reglamento, este proyecto fue objeto de discusión general y particular a la vez, por constar de un artículo único.
La Comisión, por unanimidad, acordó designar al H. Senador señor Máximo Pacheco Gómez, como Senador Informante.
Durante el estudio de esta iniciativa legal, la Comisión recibió el parecer de las siguientes personas:
1.- Don Alfonso Muga, Director del Departamento de Educación Superior del Ministerio de Educación.
2.- Doña María Angélica Figueroa, Directora Jurídica de la Universidad de Chile, en representación del Rector de esa Casa de Estudios.
3.- Doña Patricia González, en representación del Rector de la Universidad de Talca, y
4.- Don Mauricio Olavarría, Jefe de Personal y Coordinador del Área Recursos Humanos de la Universidad de Chile.
- - - - - -
Para el estudio del proyecto de ley en informe se han tenido en consideración, entre otros, los antecedentes que se indican a continuación:
a) El artículo 113 de la ley N° 18.768 que, en su inciso primero, dispone que los personales académicos y no académicos de las Instituciones de Educación Superior del Estado, incluyendo las Universidades de Chile y de Santiago de Chile, que cesen voluntariamente en sus funciones hasta el 31 de diciembre de 1989, tendrán derecho a recibir una indemnización de hasta seis meses de la última remuneración que no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.
Luego, en su inciso segundo, señala que esta indemnización procederá siempre que los respectivos funcionarios no cumplan los requisitos para acogerse a jubilación.
Finalmente, en su inciso tercero, establece que las personas que perciban el beneficio no podrán ser nombradas ni contratadas en la Institución de Educación Superior en la que lo obtienen, durante los 5 años siguientes a la fecha del cese que origina la indemnización, con la única excepción de nombramientos o contratos con hasta un cuarto de jornada de la que tenían al momento del cese.
b) Los considerandos de la Moción que dio origen a la iniciativa legal en estudio que, en síntesis, señalan que una gran parte de estas cesaciones de funciones encubrieron exoneraciones fundadas en causales políticas y que el legislador creó formas especiales de indemnización, obligando a los afectados a renunciar voluntariamente a sus funciones para percibirlas.
Añade la Moción que, ante la inminencia del despido y la alternativa de no recibir la indemnización, los afectados optaron por renunciar recibiendo a cambio una indemnización limitada que no representó los años de trabajo servidos.
Continúa la Moción señalando que la limitación que impide recontratar antes de que transcurran 5 años desde la fecha de cesación de funciones, constituye un atentado contra el derecho al trabajo, a la libre admisión a todas las funciones y empleos públicos y una discriminación ideológica que atenta contra el pluralismo y la libertad de cátedra.
Finaliza, la Moción indicando que por los motivos expuestos, es urgente proceder a la modificación del articulo referido, eliminando la limitación establecida en él.
c) Comunicación oficial Nº 1302 del Rector de la Universidad de Chile, señor Jaime Lavados Montes, a la Comisión de Educación, en la que señala su opinión sobre el proyecto en análisis y que es del tenor siguiente:
"En principio la Universidad de Chile se muestra favorable a todas aquellas modificaciones, que como la presente, signifiquen liberar a las Instituciones de Educación Superior de trabas administrativas que obstaculizan el buen desempeño académico. En consecuencia la norma propuesta parece conveniente en la medida en que permitiría a la Universidad recuperar aquellos académicos que pudieran haber abandonado la Universidad forzadamente y cuyo trabajo sea útil para la Universidad.
No obstante, la Universidad estima que la Comisión debe también ponderar que por el mecanismo del artículo 113 vigente, abandonó la Universidad una cantidad de personas que cobraron indemnizaciones por un monto bastante elevado, que por esta vía salió de los fondos fiscales.
En virtud del inciso tercero de esa disposición muchas de estas personas están reincorporadas, por horas, hasta un cuarto de jornada, pudiendo agregar a ese sueldo base las remuneraciones por trabajos de investigación en proyectos con financiamiento externo o por medio de honorarios por trabajos extraordinarios específicos.
La Universidad enfrenta actualmente un serio problema con la reincorporación de los exonerados universitarios, entendiendo por tales a quienes debieron abandonar la Universidad por decretos en que consta expresamente la causal política de la terminación de funciones.
En este sentido no parece conveniente aumentar la presión sobre el presupuesto universitario, cuya estabilización es una de las tareas primordiales para esta Rectoría, si no existen fondos adicionales que permitan dar curso a las demandas por recuperar cargos de jornada completa.".
- - -

Según lo expuesto en la Moción que dio origen a esta iniciativa legal, este proyecto tiene por objetivo suprimir la limitación contenida en el inciso tercero del artículo 113 de la ley Nº 18.768, en el sentido que impide recontratar en las Instituciones en que trabajaban, hasta después de transcurridos 5 años de la cesación, a los personales que hubieren dejado sus funciones acogiéndose al pago de la indemnización que esa misma norma señala.
El proyecto de ley en comento consta de un artículo único que sustituye el inciso tercero del artículo 113 de la ley N* 18.768, por otro que dispone que la cesación voluntaria en sus funciones y el pago de la indemnización, no constituirán impedimento alguno para que los personales que hubieren hecho uso de este beneficio, puedan optar a ser nombrados o contratados en la Institución de Educación Superior en la que prestaban servicios.
- - -

Antes de pronunciarse acerca de este proyecto de ley vuestra Comisión de Educación escuchó los planteamientos de las siguientes personas:
1.- La señora Patricia González, en representación del Rector de la Universidad de Talca, don Álvaro Rojas quien señaló que muchos académicos y no académicos de esa Casa de Estudios Superiores fueron obligados a renunciar y que, actualmente, se ha presentado gente valiosa que desea reincorporarse a ese plantel universitario pero que no pueden hacerlo por la existencia de la norma del articulo 113 de la ley Nº 18.768.
Añadió, a vía de ejemplo, que personalmente le correspondió vivir una situación similar en el año 1989, fecha en la cual le modificaron su contrato de trabajo de jornada completa a parcial. Agregó que rechazó el beneficio que se le ofreció consistente en el pago de una indemnización y que se mantuvo en la Universidad de Talca.
Finalmente manifestó que muchas personas, por razones de índole económica aceptaron esta indemnización.
2.- Doña María Angélica Figueroa, Directora Jurídica de la Universidad de Chile, quien manifestó que, en principio, a esa Casa de Estudios le parece beneficiosa toda liberalización de las normas de contratación de personal. Sin embargo, quiere hacer presente que de acuerdo con esta normativa dejaron la Universidad voluntariamente 612 personas que cobraron una indemnización de $182.397.000.- y que la mayor parte de ellas no han salido de la Universidad, han mantenido horas y un contrato hasta por un cuarto de jornada.
Añade que la situación de estas personas data del año 1989, que no hay ninguna constancia de que sean razones políticas o no, las que hayan motivado el término de sus funciones y que no son exoneraciones porque dejaron la Universidad bajo fórmulas jurídicas voluntarias.
Agrega que, para la Universidad de Chile, una modificación de estas normas significaría un aumento de la presión que actualmente ejercen más de mil doscientos exonerados, específicamente políticos -entre los años 1973-1976- que están solicitando su reincorporación y en cuyos Decretos de exoneración expresamente se menciona como causal de despido una razón política, y respecto de las cuales esa Casa de Estudios no ha podido dar ninguna solución porque carece de presupuesto para ello.
Resume la situación, señalando que en el año 1989 se retiraron voluntariamente 612 personas; desde el año 1973 en adelante existirían 2.300 solicitudes, entre funcionarios y académicos, presentadas ante una Oficina creada para evaluar la situación. De esta cantidad, tomando en consideración la separación de sedes del año 1980, corresponden a la actual Universidad de Chile un número de 637 académicos que están en un proceso de reincorporación muy lenta porque no hay presupuesto para ello.
Especifica, respecto a la calificación de exonerados propiamente tales, que ésta se efectúa por una Comisión de Decanos designada por el Consejo, recayendo tal calificación en aquellas personas que dejaron la universidad involuntariamente entre 1973-1976, preferentemente si consta en su Decreto de exoneración la causal política.
Finalmente señala que la Universidad de Chile está en una política de estabilización de su presupuesto y de una fijación adecuada en el número de funcionarios tanto académicos como administrativos. Una presión de gente que quiera reincorporarse después de haberse ido voluntariamente y con una indemnización, no le parece conveniente desde la perspectiva de esa Casa de Estudios como Universidad estatal.
3.- Don Alfonso Muga, Director del Departamento de Educación Superior del Ministerio de Educación, explicó que aunque esta iniciativa no fue del Gobierno la patrocina el Ejecutivo, por las siguientes razones:
a) Porque en algunos casos y en algunas Universidades las renuncias fueron no voluntarias;
b) Porque en cada una de las Instituciones de Educación estatales -que son aquellas a las cuales les afecta esta medida- hay autoridades nuevas, elegidas, y en muchas de ellas se han planteado procesos que atienden directamente la situación que deriva del pasado, entre otras, las que se produjeron en los años 1988-1989 que son las que están consideradas en este proyecto de ley;
c) Porque los fondos que financiaron estos recursos, para el pago de estas indemnizaciones, fueron fondos de racionalización que figuraron en la Ley de Presupuestos del año 1988-1989, de los que se hizo entrega tanto a Universidades del Estado como a Universidades privadas;
d) Porgue si una Universidad privada quiere recontratar a una persona, que en su oportunidad recibió esta indemnización con cargo a recursos del Estado, la recontrata, no así la Universidad estatal sobre la cual pesa este impedimento, razón por la cual al Ministerio de Educación le parece prudente levantar este impedimento para superar cualquier tipo de limitación.
e) Porque, finalmente, podría pensarse en una fórmula para levantar este impedimento en la que el Rector, con el acuerdo de la Junta Directiva Universitaria, pudiera contratar a estas personas, creándose así un mecanismo de control ligado internamente a un ente superior de la Universidad.
- - -
Después de un breve debate en el que se tuvieron en consideración los antecedentes y opiniones reseñadas anteriormente, vuestra Comisión de Educación por tres votos en contra y uno a favor, acordó rechazar el proyecto de ley en informe.
Votaron por su rechazo los HH. Senadores señora Feliú y señores Cantuarias y Larre y, por su aprobación, el H. Senador señor Pacheco.
La H. Senadora señora Feliú fundó su voto, contrario al proyecto, indicando que seria una mala señal derogar esta disposición legal en atención a que cree que es inadmisible aceptar que, para una figura de renuncia voluntaria, las personas se vieran obligadas o forzadas a hacerlo, en consideración al nivel académico de que se trata. Añade, además, que encuentra grave, un mal sistema y una falta de ética dejar sin efecto una norma en circunstancias en que se otorgó una indemnización a la cual no se tenía derecho en una situación normal.
Puntualiza, que aquí se dio una indemnización a la cual ciertas personas optaron voluntariamente, se estableció una prohibición corta, especial, que rige sólo para las Universidades estatales, que no impide mantener un vinculo de un cuarto de jornada y que está bastante próxima a cumplirse.
Agrega que los recursos de las Universidades no son focalizados hacia los sectores más pobres porque en ellas están los más pudientes; que las Universidades tenían o tienen una sobredotación de personal; que el Estado -los contribuyentes en el país-hicieron un esfuerzo para dar recursos y disminuir la sobredotación, de una manera no dolorosa, ofreciendo a quienes se interesaban por irse este beneficio, pero esto significaba que no podían volver. Declara conocer cómo se maneja esta situación a nivel universitario y de cualquier Servicio, en que se ofrece la posibilidad de obtener seis meses de remuneraciones, se pregunta ¿quienes quieren irse? y se van los que saben que mañana van a obtener leyes como ésta, en virtud de la cual, van a poder volver a la Universidad después de haber recibido el beneficio, lo que encuentra inadmisible e inmoral.
Finalmente, en relación con la fórmula que propone el señor Muga, en el sentido de que las contrataciones de estas personas se hagan por el Rector, previo acuerdo con la Junta Directiva, opinó que es un mal sistema ya que las Juntas están establecidas para tratar las materias del más alto interés y no para estos problemas del todo ajenos a la jerarquía de sus funciones.
El H. Senador señor Cantuarias, por su parte, fundó su voto de rechazo a esta iniciativa legal señalando que no le resulta razonable ni posible aceptar el predicamento de las presiones, sin desconocer que, tal vez existieron, pero considera inaceptable que personal profesional, profesores, académicos universitarios, formadores de nuestra juventud y de nuestras legiones de profesionales fueran presionables en el año 1989.
Añade que este Fondo de Racionalización que permitió irse a algunas personas con su indemnización se prestó para comentarios y críticas en el ámbito universitario en el sentido de que las personas beneficiadas volvían a la Universidad en mejores condiciones que antes.
Agrega que tiene la impresión de que se daría la más inadecuada de las señales si se retiran cualquiera de las inhabilidades temporales que estableció la propia ley antes del tiempo en que prescriben.
Comenta que para introducir un pie de igualdad entre las Universidades estatales y privadas que recibieron aporte de los Fondos de Racionalización, las propias Universidades del Estado han tenido mecanismos para -dentro del contexto de la ley- mantener al personal que les ha interesado.
Indica que en el caso de levantarse este impedimento se estaría ejerciendo una presión en los presupuestos universitarios que la Universidad de Chile hizo presente a la Comisión.
Finalmente termina señalando que aún entregando la decisión a un organismo colegiado la señal sigue siendo mala y la presión se ejercería no sólo sobre el Rector sino que también sobre cada uno de los integrantes del Consejo Académico.
El H. Senador señor Larre fundó su voto de rechazo a este proyecto, basado en las siguientes razones:
1°. - En los antecedentes aportados por la Universidad de Chile a través de la comunicación escrita de su Rector, don Jaime Lavados y de lo expresado por doña María Angélica Figueroa, frente a esta Comisión.
2°.- En atención a lo que le correspondió constatar en la Universidad Austral de Chile en donde, no obstante ser una Universidad privada, hubo personas que recibieron esta indemnización y abandonaron sus cargos de común acuerdo con la autoridad.
3°.- En su participación como autoridad regional en el Instituto Profesional de Osorno, en donde una necesidad del establecimiento provocó esta baja de personal. 
4°.- En consideración a que ha hecho las consultas del caso a los sectores interesados y la respuesta ha sido que no hay ningún impedimento para que estos académicos que dejaron de pertenecer a un plantel universitario sean reincorporados hasta por un cuarto de jornada, con horario, en proyectos de investigación.
5°.- Cree estar en posición de opinar que el problema tiene soluciones y que se provocarían más dificultades abriendo las puertas para que varios cientos, tal vez miles de profesores universitarios fueran a acceder a las distintas rectorías a pedir su reincorporación.
El H. Senador señor Pacheco, fundamentó su voto a favor de legislar sobre esta materia señalando que:
a) La ley N° 18.768 de 1988 incluyó en sus artículos 113 y 114 disposiciones que permitieron dar un marco legal a medidas impulsadas desde el Ministerio de Educación de la época, en relación con un Fondo de Racionalización que figura como aporte fiscal complementario a la educación superior en las Leyes de Presupuesto de los años 1988 y 1989.
b) Dicho Fondo fue establecido con el propósito de inducir en las Instituciones de Educación Superior con aporte fiscal -16 Instituciones estatales y 6 privadas- la puesta en marcha de proyectos de racionalización de su funcionamiento. En la práctica, tales recursos fueron transferidos a las instituciones señaladas para que procediesen a la reducción de sus gastos de personal, por medio de la disminución de sus plantas, aplicando tanto incentivos para la jubilación como indemnizaciones ante renuncias pactadas.
c) Sin embargo las personas que cesaron en sus funciones, no siempre lo hicieron voluntariamente y estas iniciativas se prestaron en ocasiones para que los rectores delegados de la época pusieran término a los contratos de personas que aún contando con méritos suficientes para proseguir su trabajo en las Instituciones, debieron aceptar lo resuelto ante circunstancias forzosas. En particular, hechos de esta naturaleza se vivieron en algunas universidades regionales, en las cuales se tomó la decisión de discontinuar actividades académicas que venían realizando desde años.
d) Por otra parte, los recursos del referido Fondo fueron aportados a Instituciones tanto estatales como privadas. Se da el caso, entonces, que mientras en las universidades privadas no existiría impedimento alguno para resolver por sí mismas la reincorporación de personas afectadas por estos procesos, las universidades e institutos profesionales estatales sólo pueden hacerlo con limitaciones. En efecto, el inciso tercero del artículo 113 de la ley N° 18.768, define un tope para el nuevo contrato de un cuarto de la jornada que la persona tenía al momento de cesar en sus funciones y hace regir esta limitación al menos hasta el año 1993.
e) En opinión del H. Senador señor Pacheco, dicha limitación debiera ser levantada y ese es el objetivo del Proyecto de ley en discusión. Al hacerlo, se estaría permitiendo que cada Institución de Educación Superior que recibe aporte fiscal, independientemente si su origen fuese estatal o privado, pueda resolver por sí misma, autónomamente, si es conveniente para sus propósitos de desarrollo proceder a reincorporar a personas afectas a la ley antes referida; es decir el proyecto no fuerza a la institución a hacerlo. Sólo posibilita que lo haga.
Otro aspecto, aunque con incidencia en las instituciones regionales derivadas, dice relación con las dificultades que suelen encontrar estas corporaciones para llenar sus vacantes con personal de nivel y experiencia. Puede ser que algunas de estas instituciones tenga entre sus planes actuales reforzar áreas que fueron debilitadas por las medidas tomadas en esos años y requieran, en consecuencia, volver a contratar con una dedicación completa a personas sobre las cuales se aplica la limitación señalada.
En conclusión, son estos los antecedentes y apreciaciones que fundamentaron el voto del H. Senador señor Pacheco a favor de legislar sobre la materia antes referida.
- - - - - -


En mérito de los antecedentes y consideraciones anteriormente señalados, vuestra Comisión de Educación tiene a bien recomendaros el rechazo del proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados.

Acordado en sesiones celebradas los días 17 y 24 de Julio de 1991, con asistencia de sus miembros los HH. Senadores señores Cantuarias (Presidente), señora Feliú y señores Larre, Pacheco y Palza.

Sala de la Comisión, a 25 de Julio de 1991.
ANA MARIA JARAMILLO FUENZALIDA
Secretario de la Comisión 
